Radicación: 66001-31-09-001-2017-00102-01

Accionante: Javier Ospina Sánchez 

Accionado: Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento de Pereira 

Decisión: Se abstiene de desatar impugnación por extemporaneidad

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:

Auto  - 14 de febrero de 2018

Proceso: 


Tutela en segunda –Extemporánea – Se abstiene de dar trámite 

Radicación Nro. :
  
66001-31-09-001-2017-00102-01

Accionante (s):

Javier Ospina Sánchez

Accionado (s):

Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento de Pereira

Magistrado Sustanciador: 
 MANUEL YARGAZARAY BANDERA

Temas:


IMPUGNACIÓN / EXTEMPORÁNEA / QUINTO DÍA HÁBIL / SE ABSTIENE DE DAR TRÁMITE -  Por consiguiente, observadas las actuaciones desplegadas para efectos de notificar la sentencia, se tiene que la decisión de primera instancia fue proferida el 29 de noviembre de 2017, y notificada de manera personal a la parte accionante el día 1º de diciembre de esa misma anualidad, así lo corrobora la firma suscrita por el señor Javier Ospina Sánchez en el Oficio No. 2084, obrante a folio 21 del expediente, donde él mismo plasmó la fecha en que la decisión en comento fue puesta en su conocimiento.

De acuerdo a lo anterior, se puede colegir que el termino para impugnar ese proveído transcurrió durante los días 4, 5 y 6 de diciembre 2017, sin embargo, el escrito de impugnación sólo se recibió en el Despacho hasta el 14 de diciembre de 2017, es decir, cuando habían trascurrido 5 días hábiles desde que aquella decisión, según las normas relacionadas en precedencia, había cobrado su ejecutoria.  

Tal situación inhabitual fue advertida por el Despacho, en donde su Secretario se percató de que el escrito fue presentado por fuera del término legalmente establecido, pero puso en conocimiento del Juez la explicación que en aquel memorial planteó el accionante, y es que por motivo de una incapacidad derivada de una cirugía ocular que se le practicó no había podido alzarse en días anteriores en contra de la decisión de primera instancia. De esta manera, consideró el fallador que era viable dar aplicación a una de las causales de interrupción del proceso contemplada en el artículo 159 del CGP, así: “El proceso o la actuación posterior a la sentencia se interrumpirá: (…) 1. Por muerte, enfermedad grave o privación de la libertad de la parte que no haya estado actuando por conducto de apoderado judicial, representante o curador ad lítem.”. 

No obstante, considera la Colegiatura que esa decisión estuvo desatinada, toda vez que si bien la norma en cita otorga la posibilidad de suspender los trámites procesales posteriores a la sentencia, la misma no resulta aplicable al caso que nos concita, ello por cuanto lo que se entrevé en este asunto es que el accionante no alegó tal circunstancia dentro del término oportuno, esto es, en el momento en que fue enterado de aquella decisión, o antes de que la misma hubiera quedado en firme, pues recuérdese que la notificación se surtió de manera personal, conforme se observa con la suscripción de su firma en el oficio de notificación, sin que obre ningún tipo de constancia de que en ese momento el actor hubiera advertido al Despacho que se encontraba imposibilitado para conocer a profundidad el asunto que se le estaba notificando en ese momento, o de que hubiera solicitado la interrupción del conteo de términos para poder sustentar su inconformidad, pues valga decirse que para ese momento ya se encontraba gozando de la incapacidad que alude como causal para haberse tardado en presentar su impugnación.

Así las cosas, es viable concluir que el escrito presentado por el accionante fue arrimado al proceso cuando ya la decisión se encontraba en firme, en otras palabras, dejó vencer pacíficamente el término con que contaba para impugnar, sin que resulte factible revivir una etapa procesal que dejó fenecer, especialmente cuando ello se dio como consecuencia de descuido del accionante en su propio proceso, razón para que ahora esta Corporación se abstenga de conocer del recurso interpuesto.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, catorce (14) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 3:45 p.m. 

Aprobado por Acta No. 137 
	Radicación:
	66001-31-09-001-2017-00102-01

	Accionante:   
	Javier Ospina Sánchez 

	Accionado:
	Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento de Pereira 

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira

	Decisión: 
	Se abstiene de desatar impugnación por extemporaneidad


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor JAVIER OSPINA SÁNCHEZ, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad el 28 de noviembre de 2017, mediante el cual declaró la existencia de un hecho superado en la acción de tutela promovida por él en contra del JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA.
ANTECEDENTES:
El señor Javier Ospina Sánchez acudió al presente mecanismo constitucional de amparo en búsqueda de la protección de sus derechos fundamentales, los cuales considera quebrantados por parte del Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud fueron extraídos por parte del Despacho de conocimiento así: 
“1. Javier Ospina Sánchez promovió incidente de desacato dentro de la acción de tutela radicada al No. 66001 40 09 003 2017 00109, donde figura como incidentada la Secretaria de Educación de la Alcaldía de Pereira

El trámite correspondió al Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de la ciudad de Pereira (Risaralda), Despacho que por auto del 28 de septiembre de 2017, ordenó el archivo de la actuación por hecho superado al considerarse acreditado el cumplimiento al fallo de tutela por parte de la entidad incidentada.

2. Ante esta situación, el 19 de octubre de 2017, Javier Ospina Sánchez presentó derecho de petición ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de la ciudad de Pereira (Risaralda), solicitando la nulidad de todo lo actuado, argumentado la vulneración de garantías constitucionales; sin embargo, a la fecha no se ha resuelto la solicitud del accionante.

Inconforme con la situación, el señor Javier Ospina Sánchez, acude a la acción de tutela en aras de proteger sus derechos fundamentales, y en consecuencia se ordene a la demandada dar respuesta de fondo a la petición.”
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
1. Admisión: 
El Despacho de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación el 16 de noviembre de 2017 y ordenó la notificación y traslado al Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento en la forma indicada en la ley, para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.  
2. Decisión: 

Posteriormente, al realizar el estudio de la situación fáctica planteada resolvió declarar la existencia de un hecho superado, ello al considerar que durante el término de traslado de la acción el Juzgado encartado dio informe de que ya se había pronunciado de fondo respecto de la petición incoada por el libelista, tendiente a que se decretara una nulidad de todo lo actuado dentro del incidente de desacato donde el señor Javier Ospina era también accionante. 
Ahora, enfatizó el A quo que si bien el actor manifestó su inconformidad frente a la respuesta dada por el demandado, al realizar un análisis del contenido de esa respuesta se puede observar que la misma resuelve de fondo y de manera congruente lo reclamado, pese a no haber resultado favorable a los intereses del peticionario.  
3. Notificación e impugnación: 
Según se observa en el encuadernado, la decisión de primera instancia fue notificada de forma personal tanto al accionante como al Despacho encartado, así: 

· Mediante Oficio No. 2083 del 29 de noviembre de 2017, notificado en esa misma fecha, se puso en conocimiento de la decisión al Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento (ver folio 20).

· Por medio de Oficio No. 2084 del 29 de noviembre de 2017, se notificó al señor Javier Ospina Sánchez el 1º de diciembre de 2017 (ver folio 21).   
La decisión fue impugnada por parte del señor Javier Ospina Sánchez mediante escrito elaborado el 13 de diciembre de 2017 y entregado en el Despacho de primer nivel al día siguiente. 

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
El accionante se encuentra en desacuerdo con la decisión de primer nivel, pues le parece inconcebible que el A quo haya considerado que para su caso concreto operó el fenómeno jurídico del hecho superado, refirió que tal decisión va en contravía de su derecho fundamental al debido proceso, pues en el trámite que le motivó a promover la acción de tutela, según dice, tiene relación con una condena que se le impuso por una falta disciplinaria cometida el 30 de junio de 2015, por una supuesta inasistencia laboral, pero afirma que ello sólo se le comunicó el 20 de mayo de 2016, sin habérsele dado apertura a la investigación en su contra, ni habérsele notificado en el término oportuno, por lo que según él, se había presentado la figura del vencimiento de términos en todo lo relacionado con aquel proceso disciplinario, máxime cuando nunca se le hizo un llamado de atención o requerimiento por las aludidas ausencias en las que incurrió y por las cuales resultó sancionado.     
Por otra parte, el señor Javier Ospina Sánchez expuso dentro de su escrito que sólo pudo enterarse del fallo de tutela el día 13 de diciembre de 2017, dado que fue sometido a un procedimiento quirúrgico ocular que lo mantuvo incapacitado dentro del término comprendido entre el 30 de noviembre de 2017 y el 29 de diciembre de 2017,  lo que según él justificaría su tardanza para presentar el respectivo escrito de impugnación. 
Así las cosas, y a pesar de que ya se había suscrito en el Despacho de conocimiento la constancia secretarial de ejecutoria, e incluso se había elaborado el oficio remisorio de las actuaciones a la Corte Constitucional para su eventual revisión, se le concedió la impugnación al recurrente, aludiendo que se ajustaba a una de las causales de interrupción del proceso contempladas en el artículo 159 del Código General del Proceso. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Sería del caso realizar un análisis de las razones planteadas por el recurrente en el escrito por medio del cual muestra su inconformidad con el fallo de primera instancia, si no fuera porque en el presente asunto se evidencia una seria inconsistencia en cuanto a la oportunidad en que fue presentado el recurso de impugnación.  

El artículo 31 del Decreto 2591 de 1991 dispone que: “Dentro de los tres días siguientes a su notificación el fallo podrá ser impugnado por el Defensor del Pueblo, el solicitante, la autoridad pública o el representante del órgano correspondiente, sin perjuicio de su cumplimiento inmediato”. 

A su vez, el artículo 30 de la misma norma establece que: “El fallo se notificará por telegrama o por otro medio expedito que asegure su cumplimiento, a más tardar al día siguiente de haber sido proferido”
. 

Por su parte, el artículo 4º del Decreto 306 de 1992 -para la interpretación de las disposiciones sobre el trámite de la acción de tutela- indica que serán aplicables a esta, los principios generales del Código de Procedimiento Civil, en la actualidad Código General del Proceso; y a su vez, el inciso 2º, del artículo 5º, del Decreto 306 de 1992, dispone en cuanto a los fallos de tutela que la notificación deberá asegurar la eficacia de la misma, y la posibilidad de ejercer el derecho de defensa.

Teniendo en cuenta lo anterior, el artículo 302 del Código General del Proceso, aplicable por remisión normativa, establece acerca de la ejecutoria de las providencias que: “Las que sean proferidas por fuera de audiencia quedan ejecutoriadas tres (3) días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los recursos que fueren procedentes, o cuando queda ejecutoriada la providencia que resuelva los interpuestos.”

Por consiguiente, observadas las actuaciones desplegadas para efectos de notificar la sentencia, se tiene que la decisión de primera instancia fue proferida el 29 de noviembre de 2017, y notificada de manera personal a la parte accionante el día 1º de diciembre de esa misma anualidad, así lo corrobora la firma suscrita por el señor Javier Ospina Sánchez en el Oficio No. 2084, obrante a folio 21 del expediente, donde él mismo plasmó la fecha en que la decisión en comento fue puesta en su conocimiento.
De acuerdo a lo anterior, se puede colegir que el termino para impugnar ese proveído transcurrió durante los días 4, 5 y 6 de diciembre 2017, sin embargo, el escrito de impugnación sólo se recibió en el Despacho hasta el 14 de diciembre de 2017, es decir, cuando habían trascurrido 5 días hábiles desde que aquella decisión, según las normas relacionadas en precedencia, había cobrado su ejecutoria.  
Tal situación inhabitual fue advertida por el Despacho, en donde su Secretario se percató de que el escrito fue presentado por fuera del término legalmente establecido, pero puso en conocimiento del Juez la explicación que en aquel memorial planteó el accionante, y es que por motivo de una incapacidad derivada de una cirugía ocular que se le practicó no había podido alzarse en días anteriores en contra de la decisión de primera instancia. De esta manera, consideró el fallador que era viable dar aplicación a una de las causales de interrupción del proceso contemplada en el artículo 159 del CGP, así: “El proceso o la actuación posterior a la sentencia se interrumpirá: (…) 1. Por muerte, enfermedad grave o privación de la libertad de la parte que no haya estado actuando por conducto de apoderado judicial, representante o curador ad lítem.”. 

No obstante, considera la Colegiatura que esa decisión estuvo desatinada, toda vez que si bien la norma en cita otorga la posibilidad de suspender los trámites procesales posteriores a la sentencia, la misma no resulta aplicable al caso que nos concita, ello por cuanto lo que se entrevé en este asunto es que el accionante no alegó tal circunstancia dentro del término oportuno, esto es, en el momento en que fue enterado de aquella decisión, o antes de que la misma hubiera quedado en firme, pues recuérdese que la notificación se surtió de manera personal, conforme se observa con la suscripción de su firma en el oficio de notificación, sin que obre ningún tipo de constancia de que en ese momento el actor hubiera advertido al Despacho que se encontraba imposibilitado para conocer a profundidad el asunto que se le estaba notificando en ese momento, o de que hubiera solicitado la interrupción del conteo de términos para poder sustentar su inconformidad, pues valga decirse que para ese momento ya se encontraba gozando de la incapacidad que alude como causal para haberse tardado en presentar su impugnación.
Así las cosas, es viable concluir que el escrito presentado por el accionante fue arrimado al proceso cuando ya la decisión se encontraba en firme, en otras palabras, dejó vencer pacíficamente el término con que contaba para impugnar, sin que resulte factible revivir una etapa procesal que dejó fenecer, especialmente cuando ello se dio como consecuencia de descuido del accionante en su propio proceso, razón para que ahora esta Corporación se abstenga de conocer del recurso interpuesto.

DECISIÓN:

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE:
PRIMERO: ABSTENERSE de desatar la impugnación interpuesta por el señor JAVIER OSPINA SÁNCHEZ, accionante dentro del presente asunto, contra la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad el 29 de septiembre de 2017, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

TERCERO: REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

�Al respecto la Corte Constitucional en sentencia SU-195 de 2008 expresó: “(…) Esta disposición permite la notificación surtida por correo o por fax. No es necesario, por tanto, que las notificaciones dentro del trámite de la acción de tutela, se surtan de manera personal; bien pueden hacerse por correo certificado, existiendo certeza sobre tal notificación, si la comunicación no es devuelta por el servicio de correos (…)”. 
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